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TEMARIO

Tema 1.- La Constitución española de 1978 (I): Título Preliminar. Titulo primero: De los
Derechos y Deberes fundamentales. La Reforma de la Constitución.

Tema 2.- La Constitución española de 1978 (II). Título II: La Corona. Sus funciones y
competencias. La sucesión. Título III: De la elaboración de las Leyes. Título V: De las
Relaciones del Gobierno y las Cortes Generales.

Tema 3.- Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las
Administraciones Públicas (I). Título Preliminar. Título I: De los interesados en el
procedimiento. La capacidad de obrar y el concepto de interesado.

Tema 4.- Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las
Administraciones Públicas (II). Título III: De los actos administrativos. Título IV. De las
disposiciones sobre el procedimiento administrativo común.

Tema 5.- Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las
Administraciones Públicas (III). Título V: De la revisión de los actos en vía administrativa.

Tema 6.- Gestión Económica de la Universitat de València. Autorización del gasto y
autorización del pago. Gestión del gasto: fases del procedimiento.

Tema 7.- El personal de administración y servicios de la Universitat de València. Ley
4/2021, de 16 abril, de la Generalitat, de la Función Pública Valenciana (I). Título I: Objeto,
principios y ámbito de aplicación de la ley. Título III: Personal al servicio de las
administraciones públicas. Título IV: Estructura y ordenación del empleo público.

Tema 8.- Ley 4/2021, de 16 abril, de la de la Generalitat, de la Función Pública Valenciana
(II). Título V: Nacimiento y extinción de la relación de servicio. Título VI: Derechos, deberes
e incompatibilidades del personal empleado público (excepto capítulo III y sección 2.ª del
capítulo IV).

Tema 9.- Ley 4/2021, de 16 abril, de la Generalitat, de la Función Pública Valenciana (III).
Título VII: Provisión de puestos de trabajo y movilidad. Título VIII: Promoción profesional.
Título IX: Situaciones administrativas.

Tema 10.- La Ley Orgánica 6/2001, de 21 de diciembre, de Universidades, modificada por
la Ley Orgánica 4/2007, de 12 de abril (I). Título I: Naturaleza jurídica de las Universidades.
Creación de las Universidades Públicas. Título II: Estructura de las Universidades Públicas.



Tema 11.- La Ley Orgánica 6/2001, de 21 de diciembre, de Universidades, modificada por
la Ley Orgánica 4/2007, de 12 de abril (II). Título III: Órganos de Gobierno y
representación de las Universidades Públicas. Órganos colegiados y unipersonales.

Tema 12.- La Ley Orgánica 6/2001, de 21 de diciembre, de Universidades, modificada por
la Ley Orgánica 4/2007, de 12 de abril (III). Título IX: Del profesorado.

Tema 13.- Los Estatutos de la Universitat de Valencia (I). Estructura: Centros, Escuelas,
Departamentos, Servicios Generales.

Tema 14.- Los Estatutos de la Universitat de Valencia (II). Órganos unipersonales de
gobierno: El Rector, los Vicerrectores, los Decanos, los Directores de Departamento.

Tema 15.- Los Estatutos de la Universitat de Valencia (III). Órganos colegiados de Gobierno:
El Consejo de Gobierno. Las Juntas de Facultad o Escuela. El Consejo de Departamento. El
Consejo Social. La Sindicatura Universitària de Greuges: funciones y competencias.

Tema 16.- Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de mujeres y
hombres.

Tema 17.- Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de Prevención de Riesgos Laborales (excepto
los capítulos VI y VII).

Tema 18.- Word 2016 (I): Crear, abrir y guardar un documento. Edición básica: seleccionar.
Eliminar, deshacer y rehacer. Copiar, cortar y pegar. Buscar y reemplazar. Formato,
carácter y párrafo. Diseño de página. Impresión.

Tema 19.- Word 2016 (II): Insertar tablas, encabezado y pie de página. Imágenes, imágenes
en línea y formas.

Tema 20.- Word 2016 (III): Combinación de correspondencia. Revisión, ortografía y
gramática.
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TEMA	1.‐	LA	CONSTITUCIÓN	(I):	TÍTULO	PRELIMINAR.	LOS	DERECHOS
Y	DEBERES	FUNDAMENTALES.	LA	REFORMA	DE	LA	CONSTITUCIÓN.

INTRODUCCIÓN

Tras	las	Elecciones	Generales	del	15	de	junio	de	1977,	el	Congreso	de	los	Diputados	ejerció	la	iniciativa
constitucional	que	le	otorgaba	el	art.	3º	de	la	Ley	para	la	Reforma	Política	y,	en	la	sesión	de	26	de	julio	de
1977,	el	Pleno	aprobó	una	moción	redactada	por	todos	los	Grupos	Parlamentarios	y	la	Mesa	por	la	que	se
creaba	una	Comisión	Constitucional	con	el	encargo	de	redactar	un	proyecto	de	Constitución.

Una	vez	cerrado	el	texto	de	la	Constitución	por	las	Cortes	Generales	el	31	de	octubre	de	1978,	mediante	Real
Decreto	2550/1978	se	convocó	el	Referéndum	para	la	aprobación	del	Proyecto	de	Constitución,	que	tuvo
lugar	el	6	de	diciembre	siguiente.	Se	llevó	a	cabo	de	acuerdo	con	lo	prevenido	en	el	Real	Decreto	2120/1978.
El	Proyecto	fue	aprobado	por	el	87,78%	de	votantes	que	representaban	el	58,97%	del	censo	electoral.

Su	Majestad	el	Rey	sancionó	la	Constitución	durante	la	solemne	sesión	conjunta	del	Congreso	de	los	Diputa‐
dos	y	del	Senado,	celebrada	en	el	Palacio	de	las	Cortes	el	miércoles	27	de	diciembre	de	1978.	El	BOE	publicó
la	Constitución	el	29	de	diciembre	de	1978,	que	entró	en	vigor	con	la	misma	fecha.	Ese	mismo	día	se	publica‐
ron,	también,	las	versiones	en	las	restantes	lenguas	de	España.

A	lo	largo	de	su	vigencia	ha	tenido	dos	reformas:

‐En	1992,	que	consistió	en	añadir	el	inciso	"y	pasivo"	en	el	artículo	13.2,	referido	al	derecho	de	sufragio
en	las	elecciones	municipales.

‐En	2011,	que	consistió	en	sustituir	íntegramente	el	artículo	135	para	establecer	constitucionalmente
el	principio	de	estabilidad	presupuestaria,	como	consecuencia	de	la	crisis	económica	y	financiera.

1.‐	ANTECEDENTES,	ESTRUCTURA	Y	CONTENIDO

1.1.‐	ANTECEDENTES

Las	múltiples	 influencias	de	una	Constitución	derivada	como	 la	española	de	1978	 ‐además	de	aquellas
recibidas	del	constitucionalismo	histórico	español‐	hay	que	buscarlas	preferentemente	dentro	de	las	nuevas
corrientes	europeas	que	aparecen	después	de	la	Segunda	Guerra	Mundial,	y	en	tal	sentido	ha	recibido	claras
influencias	de	otros	textos	constitucionales	europeos,	así	como	de	diferentes	Tratados	de	Derecho	Interna‐
cional:

•	De	 la	Constitución	 italiana	de	1947	habría	que	destacar	 la	configuración	del	poder	 judicial	y	sus
órganos	de	gobierno,	o	los	antecedentes	del	Estado	Regional	Italiano.
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TEMA	2.‐	LA	CONSTITUCIÓN	(II).	LA	CORONA.	SUS	FUNCIONES
Y	COMPETENCIAS.	LA	SUCESIÓN.	LA	ELABORACIÓN	DE	LAS	LEYES.
LAS	RELACIONES	DEL	GOBIERNO	Y	LAS	CORTES	GENERALES.

1.‐	LA	CORONA

El	artículo	1.3	de	la	Constitución	establece	que	la	forma	política	del	Estado	español	es	la	Monarquía	Parla‐
mentaria.	Esta	definición	implica	que	el	Rey,	aún	cuando	ostenta	el	cargo	de	Jefe	del	Estado,	está	sometido
al	Parlamento,	siéndole	de	aplicación	la	máxima	de	que	“El	Rey	reina	pero	no	Gobierna”.	En	desarrollo	de	lo
dispuesto	en	el	mencionado	artículo	1.3,	el	Título	II	de	la	Constitución	(arts.	56	a	65)	se	encabeza	con	el
enunciado		“De	la	Corona”	que	es	el	nombre	clásico	para	indicar	el	conjunto	de	prerrogativas	y	funciones	que
corresponden	a	la	Monarquía,	personalizada	en	el	Rey.

La	Corona,	 término	adoptado	del	constitucionalismo	comparado,	es	 la	denominación	específica	que	en
España	se	le	ha	dado	a	un	órgano	constitucional:	la	Jefatura	del	Estado.	Este	órgano	constitucional	es,	pues,
un	órgano	del	Estado	cuyo	titular	es	el	Rey	y	al	que	se	le	atribuyen	funciones	propias	y	diferenciadas	de	las
del	resto	de	los	poderes	del	Estado.

La	Corona	está	regulada	en	el	Título	II	de	la	Constitución	(arts.	56	a	65),	con	el	contenido	siguiente.

CARACTERÍSTICAS.‐	El	Rey	es	el	Jefe	del	Estado,	símbolo	de	su	unidad	y	permanencia,	arbitra	y	modera	el
funcionamiento	regular	de	las	instituciones,	asume	la	más	alta	representación	del	Estado	español	en	las
relaciones	 internacionales,	especialmente	 con	 las	naciones	de	 su	 comunidad	histórica,	y	ejerce	 las
funciones	que	le	atribuyen	expresamente	la	Constitución	y	las	leyes.

Su	título	es	el	de	Rey	de	España	y	podrá	utilizar	los	demás	que	correspondan	a	la	Corona.

La	persona	del	Rey	es	inviolable	y	no	está	sujeta	a	responsabilidad.	Sus	actos	estarán	siempre	refrenda‐
dos	en	la	forma	establecida	en	la	Constitución,	careciendo	de	validez	sin	dicho	refrendo	(salvo	lo	dispues‐
to	sobre	distribución	del	presupuesto	para	el	sostenimiento	de	su	Familia	y	Casa,	y	el	nombramiento	y
cese	de	los	miembros	civiles	y	militares	de	la	Casa	Real,	pues	se	trata	de	actos	que	serán	realizados
libremente	por	el	Rey).

SUCESIÓN.‐	La	Corona	de	España	es	hereditaria	en	 los	sucesores	de	S.	M.	Don	Juan	Carlos	I	de	Borbón,
legítimo	heredero	de	la	dinastía	histórica.	La	sucesión	en	el	trono	seguirá	el	orden	regular	de	primogeni‐
tura	y	representación,	siendo	preferida	siempre	la	línea	anterior	a	las	posteriores;	en	la	misma	línea,	el
grado	más	próximo	al	más	remoto;	en	el	mismo	grado,	el	varón	a	la	mujer,	y	en	el	mismo	sexo,	la	persona
de	más	edad	a	la	de	menos.

El	Príncipe	heredero,	desde	su	nacimiento	o	desde	que	se	produzca	el	hecho	que	origine	el	llamamiento,
tendrá	la	dignidad	de	Príncipe	de	Asturias	y	los	demás	títulos	vinculados	tradicionalmente	al	sucesor	de
la	Corona	de	España.
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TEMA	3.‐	LEY	39/2015,	DEL	PROCEDIMIENTO	ADMINISTRATIVO	COMÚN	DE	LAS
ADMINISTRACIONES	PÚBLICAS	(I).	TÍTULO	PRELIMINAR.	LOS	INTERESADOS	EN
EL	PROCEDIMIENTO.	LA	CAPACIDAD	DE	OBRAR	Y	EL	CONCEPTO	DE	INTERESADO.

1.‐	LA	LEY	39/2015,	DEL	PROCEDIMIENTO	ADMINISTRATIVO	COMÚN	DE	LAS	AA.PP.

1.1.‐	CONTENIDO	Y	ESTRUCTURA

El	art.	103	de	 la	Constitución	dispone	que	 “la	Administración	Pública	 sirve	con	objetividad	 los	 intereses
generales	y	actúa	de	acuerdo	con	los	principios	de	eficacia,	jerarquía,	descentralización,	desconcentración	y
coordinación,	con	sometimiento	pleno	a	la	Ley	y	al	Derecho”.

Tras	más	de	veinte	años	de	vigencia	de	la	Ley	30/1992,	de	Régimen	Jurídico	de	las	Administraciones	Públicas
y	del	Procedimiento	Administrativo	Común,	recientemente	el	poder	legislativo	ha	llevado	a	cabo	una	reforma
del	ordenamiento	jurídico	público	articulada	en	dos	ejes	fundamentales:	las	relaciones	«ad	extra»	(hacia
afuera)	y	«ad	intra»	(hacia	dentro)	de	las	Administraciones	Públicas.	Para	ello	se	han	impulsado	simultánea‐
mente	dos	nuevas	leyes	que	constituirán	los	pilares	sobre	los	que	se	asentará	en	adelante	el	Derecho	admi‐
nistrativo	español:	la	Ley	del	Procedimiento	Administrativo	Común	de	las	Administraciones	Públicas	(Ley
39/2015),	y	la	Ley	de	Régimen	Jurídico	del	Sector	Público	(Ley	40/2015).

La	Ley	39/2015,	del	Procedimiento	Administrativo	Común	de	las	Administraciones	Públicas	constituye	el
primero	de	estos	dos	ejes,	al	establecer	una	regulación	completa	y	sistemática	de	las	relaciones	«ad	extra»
entre	las	Administraciones	y	los	administrados,	tanto	en	lo	referente	al	ejercicio	de	la	potestad	de	autotutela
y	en	cuya	virtud	se	dictan	actos	administrativos	que	inciden	directamente	en	la	esfera	jurídica	de	los	intere‐
sados,	como	en	 lo	relativo	al	ejercicio	de	 la	potestad	reglamentaria	y	 la	 iniciativa	 legislativa.	Queda	así
reunido	en	cuerpo	legislativo	único	la	regulación	de	las	relaciones	«ad	extra»	de	las	Administraciones	con
los	ciudadanos	como	ley	administrativa	de	referencia	que	se	ha	de	complementar	con	todo	lo	previsto	en	la
normativa	presupuestaria	respecto	de	las	actuaciones	de	las	Administraciones	Públicas,	destacando	especial‐
mente	lo	previsto	en	la	Ley	Orgánica	2/2012,	de	Estabilidad	Presupuestaria	y	Sostenibilidad	Financiera;	la
Ley	47/2003,	General	Presupuestaria,	y	la	Ley	de	Presupuestos	Generales	del	Estado.

La	Ley	se	estructura	en	siete	títulos,	con	el	siguiente	contenido:

TÍTULO	PRELIMINAR.‐	El	título	preliminar,	de	disposiciones	generales,	aborda	el	ámbito	objetivo	y	subjetivo
de	la	Ley.	Entre	sus	principales	novedades,	cabe	señalar,	la	inclusión	en	el	objeto	de	la	Ley,	con	carácter
básico,	de	los	principios	que	informan	el	ejercicio	de	la	iniciativa	legislativa	y	la	potestad	reglamentaria
de	las	Administraciones.	Se	prevé	la	aplicación	de	lo	previsto	en	esta	Ley	a	todos	los	sujetos	comprendi‐
dos	en	el	concepto	de	Sector	Público,	si	bien	las	Corporaciones	de	Derecho	Público	se	regirán	por	su
normativa	específica	en	el	ejercicio	de	las	funciones	públicas	que	les	hayan	sido	atribuidas	y	supletoria‐
mente	por	esta	Ley.
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TEMA	4.‐	LEY	39/2015,	DEL	PROCEDIMIENTO	ADMINISTRATIVO	COMÚN	DE
LAS	ADMINISTRACIONES	PÚBLICAS	(II).	LOS	ACTOS	ADMINISTRATIVOS.

LAS	DISPOSICIONES	SOBRE	EL	PROCEDIMIENTO	ADMINISTRATIVO	COMÚN.

1.‐	ACTOS	ADMINISTRATIVOS

1.1.‐	REQUISITOS	DE	LOS	ACTOS	ADMINISTRATIVOS

Producción	y	contenido.‐	Los	actos	administrativos	que	dicten	las	Administraciones	Públicas,	bien	de	oficio
o	a	instancia	del	interesado,	se	producirán	por	el	órgano	competente	ajustándose	a	los	requisitos	y	al
procedimiento	establecido.

El	contenido	de	los	actos	se	ajustará	a	lo	dispuesto	por	el	ordenamiento	jurídico	y	será	determinado	y
adecuado	a	los	fines	de	aquéllos.

Motivación.‐	Serán	motivados,	con	sucinta	referencia	de	hechos	y	fundamentos	de	derecho:

a)	Los	actos	que	limiten	derechos	subjetivos	o	intereses	legítimos.

b)	Los	actos	que	resuelvan	procedimientos	de	revisión	de	oficio	de	disposiciones	o	actos	administrativos,
recursos	administrativos	y	procedimientos	de	arbitraje	y	los	que	declaren	su	inadmisión.

c)	Los	actos	que	se	separen	del	criterio	seguido	en	actuaciones	precedentes	o	del	dictamen	de	órganos
consultivos.

d)	Los	acuerdos	de	suspensión	de	actos,	cualquiera	que	sea	el	motivo	de	ésta,	así	como	la	adopción	de
medidas	provisionales.

e)	Los	acuerdos	de	aplicación	de	la	tramitación	de	urgencia,	de	ampliación	de	plazos	y	de	realización	de
actuaciones	complementarias.

f)	Los	actos	que	rechacen	pruebas	propuestas	por	los	interesados.

g)	Los	actos	que	acuerden	la	terminación	del	procedimiento	por	la	imposibilidad	material	de	continuarlo
por	causas	sobrevenidas,	así	como	los	que	acuerden	el	desistimiento	por	la	Administración	en	procedi‐
mientos	iniciados	de	oficio.

h)	Las	propuestas	de	resolución	en	los	procedimientos	de	carácter	sancionador,	así	como	los	actos	que
resuelvan	procedimientos	de	carácter	sancionador	o	de	responsabilidad	patrimonial.

i)	Los	actos	que	se	dicten	en	el	ejercicio	de	potestades	discrecionales,	así	como	los	que	deban	serlo	en
virtud	de	disposición	legal	o	reglamentaria	expresa.
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TEMA	5.‐	LEY	39/2015,	DEL	PROCEDIMIENTO	ADMINISTRATIVO	COMÚN	DE
LAS	ADMINISTRACIONES	PÚBLICAS	(III).	LA	REVISIÓN	DE

LOS	ACTOS	EN	VÍA	ADMINISTRATIVA.

1.‐	REVISIÓN	DE	LOS	ACTOS	EN	VÍA	ADMINISTRATIVA

1.1.‐	INTRODUCCIÓN

La	relación	jurídica	que	liga	a	la	Administración	con	el	ciudadano	está	presidida	por	una	idea	de	prerrogativa
favorable	a	la	Administración,	en	razón	de	los	intereses	generales	que	tutela.	Para	garantizar	la	igualdad	en
las	relaciones	entre	la	Administración	y	los	ciudadanos	se	han	creado,	básicamente,	tres	técnicas:	el	procedi‐
miento	administrativo,	el	sistema	de	recursos,	y	el	control	de	la	legalidad	por	jueces	y	Tribunales.

La	revisión	de	un	acto	administrativo	puede	ser	promovida	por	tanto	por	un	ciudadano,	en	sentido	amplio,
como	por	una	Administración	Pública	distinta	de	la	autora	del	acto,	o	por	la	Administración	autora	del	acto,
en	cuanto	gestora	directa	del	interés	general.	En	este	último	caso	estamos	en	presencia	de	lo	que	se	llama
revisión	de	oficio,	que	incluye	la	revisión	de	actos	nulos	y	la	revisión	de	actos	anulables.	En	el	primer	caso
(revisión	promovida	por	un	ciudadano),	y	dentro	de	la	vía	administrativa,	estaríamos	ante	los	llamados
recursos	administrativos.

1.2.‐	LA	REVISIÓN	DE	OFICIO

Revisión	de	disposiciones	y	actos	nulos.‐	Las	Administraciones	Públicas,	en	cualquier	momento,	por	iniciati‐
va	propia	o	a	solicitud	de	 interesado,	y	previo	dictamen	 favorable	del	Consejo	de	Estado	u	órgano
consultivo	equivalente	de	la	Comunidad	Autónoma,	si	lo	hubiere,	declararán	de	oficio	la	nulidad	de	los
actos	administrativos	que	hayan	puesto	fin	a	la	vía	administrativa	o	que	no	hayan	sido	recurridos	en
plazo,	en	los	supuestos	de	nulidad	de	pleno	derecho.

Asimismo,	en	cualquier	momento,	las	Administraciones	Públicas	de	oficio,	y	previo	dictamen	favorable
del	Consejo	de	Estado	u	órgano	consultivo	equivalente	de	la	Comunidad	Autónoma	si	lo	hubiere,	podrán
declarar	la	nulidad	de	las	disposiciones	administrativas	que	vulneren	la	Constitución,	las	leyes	u	otras
disposiciones	administrativas	de	rango	superior,	las	que	regulen	materias	reservadas	a	la	Ley,	y	las	que
establezcan	la	retroactividad	de	disposiciones	sancionadoras	no	favorables	o	restrictivas	de	derechos
individuales.

El	órgano	competente	para	la	revisión	de	oficio	podrá	acordar	motivadamente	la	inadmisión	a	trámite
de	las	solicitudes	formuladas	por	los	interesados,	sin	necesidad	de	recabar	Dictamen	del	Consejo	de
Estado	u	órgano	consultivo	de	la	Comunidad	Autónoma,	cuando	las	mismas	no	se	basen	en	alguna	de	las
causas	de	nulidad	de	pleno	derecho	o	carezcan	manifiestamente	de	fundamento,	así	como	en	el	supuesto
de	que	se	hubieran	desestimado	en	cuanto	al	fondo	otras	solicitudes	sustancialmente	iguales.
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TEMA	6.‐	GESTIÓN	ECONÓMICA	DE	LA	UNIVERSITAT	DE	VALÈNCIA.
AUTORIZACIÓN	DEL	GASTO	Y	AUTORIZACIÓN	DEL	PAGO.
GESTIÓN	DEL	GASTO:	FASES	DEL	PROCEDIMIENTO.	

1.‐	INTRODUCCIÓN

En	la	ejecución	de	los	presupuestos	de	gastos	cabe	distinguir	las	siguientes	fases	generales,	en	relación	con
lo	dispuesto	en	la	Ley	General	Presupuestaria:

a)	Autorización	es	el	acto	de	previsión	en	virtud	del	cual	la	autoridad	competente	acepta	una	propuesta
para	la	realización	del	gasto,	calculado	de	forma	cierta	o	aproximada	por	exceso,	reservando	a	tal	fin	el
importe	de	la	propuesta	del	crédito	presupuestario	adecuado,	habida	cuenta	de	la	finalidad	y	naturaleza
económica	del	gasto.	Contablemente	se	materializa	con	 la	emisión	de	 los	documentos	contables	RC
(“Retención	de	Crédito”)	y	A	(“Aprobación”).

b)	Disposición	es	el	acto	en	virtud	del	cual	la	autoridad	competente	acuerda,	concierta	o	determina,
según	los	casos,	después	de	cumplir	los	trámites	que	con	acuerdo	a	derecho	proceda,	la	cuantía	concreta
que	debe	alcanzar	el	compromiso	económico	para	la	realización	de	todo	tipo	de	prestaciones	por	un
tercero.	Con	los	actos	de	disposición	o	compromiso	queda	formalizada	la	reserva	del	crédito	por	un
importe	y	condiciones	exactamente	determinados.	Contablemente	se	materializa	con	la	emisión	del
documento	contable	D	(“Disposición	del	Gasto”).

c)	Reconocimiento	de	la	obligación	es	la	operación	por	la	que	se	contrae	en	cuentas	los	créditos	exigibles
contra	 la	Administración,	reconociendo	que	ésta	queda	obligada	 frente	a	un	 tercero	a	cumplir	una
prestación	dineraria.	Dicho	en	otros	términos,	es	el	acto	administrativo	en	virtud	del	cual	la	autoridad
competente	acepta	formalmente	y	con	cargo	al	presupuesto,	la	existencia	de	una	deuda	legítima	ante	una
empresa	o	particular	que	ha	realizado	un	trabajo	para	la	Administración.	A	partir	de	este	momento	se
puede	decir	que	el	gasto	se	ha	ejecutado,	pero	no	el	pago.	Contablemente	se	materializa	con	la	emisión
del	documento	contable	O	(“Reconocimiento	de	la	Obligación).

d)	Propuesta	de	pago	es	la	operación	por	la	que	el	representante	autorizado	del	Centro	Gestor	que	ha
reconocido	 la	existencia	de	una	obligación	de	pagar	en	favor	de	un	tercero,	solicita	de	 la	autoridad
competente	que,	de	acuerdo	con	la	normativa	vigente,	realice	su	pago.

e)	Ordenación	del	pago	es	el	acto	que	tiene	por	objeto	adecuar	el	ritmo	del	cumplimiento	de	las	obligacio‐
nes	económicas	de	la	Comunidad	a	las	prescripciones	del	Plan	de	Disposición	de	Fondos,	de	acuerdo	con
las	disponibilidades	líquidas	de	la	Tesorería	en	cada	momento.	En	otros	términos	es	el	acto	administrati‐
vo	por	el	que	la	autoridad	competente	que	ha	reconocido	la	existencia	de	una	obligación,	solicita	se
proceda	a	la	realización	de	su	pago,	es	decir	a	la	salida	efectiva	de	dinero	con	cargo	al	crédito	previsto
en	el	presupuesto	una	vez	el	trabajo	ha	sido	realizado.	Contablemente	se	materializa	con	la	emisión	del
documento	contable	K	(Orden	de	Pago).
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TEMA	7.‐	EL	PERSONAL	DE	ADMINISTRACIÓN	Y	SERVICIOS	DE	LA	UNIVERSITAT
DE	VALÈNCIA.	LA	LEY	4/2021,	DE	LA	FUNCIÓN	PÚBLICA	VALENCIANA	(I).	OBJETO,
PRINCIPIOS	Y	ÁMBITO	DE	APLICACIÓN	DE	LA	LEY.	PERSONAL	AL	SERVICIO	DE	

LAS	AA.PP.	ESTRUCTURA	Y	ORDENACIÓN	DEL	EMPLEO	PÚBLICO.

1.‐	EL	PERSONAL	DE	ADMINISTRACIÓN	Y	SERVICIOS	DE	LA	UNIVERSITAT	DE	VALÈNCIA

Los Estatutos de la Universitat de Valéncia regulan al Personal de Administración y Servicios en los términos
siguientes (arts. 179 a 194).

1.1.- COMPOSICIÓN Y DEL RÉGIMEN JURÍDICO

Composición.- El personal de administración y servicios de la Universitat de València está integrado por los
funcionarios y las funcionarias de las escalas correspondientes, por el personal laboral propio y por los
funcionarios y las funcionarias de otras administraciones públicas, estos últimos mientras presten
servicios en la Universitat de València en las situaciones administrativas previstas por la legislación
vigente.

Corresponde al personal de administración y servicios en el ejercicio de sus actividades específicas, con
arreglo a lo establecido en la legislación vigente:

a) El apoyo, el asesoramiento y la asistencia a los órganos de gobierno de la institución y al resto de
la comunidad universitaria.

b) La gestión y administración y el apoyo técnico para el desarrollo de las funciones de la Universitat,
de acuerdo con sus competencias.

El personal de administración y servicios funcionario se rige por las disposiciones de la legislación
vigente que le sean aplicables y por estos estatutos.

El personal de administración y servicios laboral se rige, además de por la legislación laboral y el resto
de normas convencionalmente aplicables, por los preceptos del Estatuto Básico del Empleado Público
que así lo dispongan y por estos estatutos.

Derechos.- Son derechos del personal de administración y servicios de la Universitat de València, además
de los reconocidos en las leyes y en otros artículos de estos Estatutos, los siguientes:

a) El respeto y la preservación de la dignidad en el desarrollo de sus tareas y funciones.

b) La negociación colectiva de las condiciones de trabajo, la huelga y la realización de elecciones sindica-
les.



www.temariosenpdf.es Tema 8 - Pág. 1

TEMA	8.‐	LEY	4/2021,	DE	LA	DE	LA	GENERALITAT,	DE	LA	FUNCIÓN	PÚBLICA	VA‐
LENCIANA	(II).	NACIMIENTO	Y	EXTINCIÓN	DE	LA	RELACIÓN	DE	SERVICIO.	DERE‐
CHOS,	DEBERES	E	INCOMPATIBILIDADES	DEL	PERSONAL	EMPLEADO	PÚBLICO.

1.‐	NACIMIENTO	Y	EXTINCIÓN	DE	LA	RELACIÓN	DE	SERVICIO

1.1.- SELECCIÓN DE PERSONAL

Principios de la selección.- Todas las ciudadanas y ciudadanos tienen derecho a acceder al empleo público
mediante procedimientos en los que se garanticen los siguientes principios:

a) Igualdad, mérito y capacidad.

b) Publicidad de las convocatorias y de sus bases.

c) Transparencia.

d) Imparcialidad y profesionalidad de las personas que formen parte de los órganos de selección.

e) Independencia, confidencialidad y discrecionalidad técnica en la actuación de los órganos de selección.

f) Adecuación del contenido de las pruebas que forman parte de los procedimientos selectivos a las
funciones a asumir y las tareas a desarrollar.

g) Agilidad, sin perjuicio de la objetividad, en los procedimientos de selección.

h) Eficacia y eficiencia.

i) Igualdad de oportunidades entre ambos sexos.

j) Accesibilidad universal.

Procedimientos de selección.- Los procedimientos de selección tendrán carácter abierto y garantizarán la
libre concurrencia, sin perjuicio de lo establecido para la promoción interna y de las medidas de discri-
minación positiva previstas al amparo de esta Ley de la Función Pública Valenciana.

La Administración adoptará las medidas necesarias en los procedimientos selectivos para garantizar que
las situaciones de embarazo de riesgo o parto, debidamente acreditadas, no impidan la participación en
condiciones de igualdad.

Los procedimientos se iniciarán mediante convocatoria pública. Las bases de la convocatoria, como
mínimo, deberán contener:
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TEMA	9.‐	LEY	4/2021,	DE	LA	GENERALITAT,	DE	LA	FUNCIÓN	PÚBLICA
VALENCIANA	(III).	PROVISIÓN	DE	PUESTOS	DE	TRABAJO	Y	MOVILIDAD.

PROMOCIÓN	PROFESIONAL.	SITUACIONES	ADMINISTRATIVAS.

1.‐	PROVISIÓN	DE	PUESTOS	Y	MOVILIDAD

1.1.- DISPOSICIONES GENERALES

Movilidad del personal funcionario de carrera.-  Se garantiza el derecho a la movilidad voluntaria del perso-
nal funcionario de carrera incluido en el ámbito de aplicación de la presente ley, de acuerdo con los
sistemas previstos en la misma.

En el marco de lo previsto en los planes de igualdad, las administraciones públicas, organismos públicos,
consorcios y universidades públicas incluidas en el ámbito de aplicación subjetivo de esta ley fomentarán
en especial el acceso de las mujeres a los puestos de niveles superiores.

Clases de movilidad.- La movilidad, provisional o definitiva, puede tener carácter voluntario o forzoso y se
hace efectiva mediante los sistemas previstos en el presente título.

La movilidad forzosa, fundamentada en las necesidades del servicio, y previa negociación con las organi-
zaciones sindicales, deberá respetar las retribuciones y condiciones esenciales de trabajo del personal
funcionario, así como las demás garantías que para la misma se establecen.

Movilidad del personal laboral.- La provisión de puestos y movilidad del personal laboral se realizará de
conformidad con lo que establezcan los convenios colectivos y, en su caso, los planes de igualdad que
sean de aplicación, y en su defecto, por el procedimiento de provisión de puestos y movilidad estableci-
dos para el personal funcionario de carrera.

1.2.- MOVILIDAD VOLUNTARIA DEL PERSONAL FUNCIONARIO DE CARRERA

Sección 1ª.- Concurso y libre designación

Sistemas ordinarios de provisión de puestos.- Los puestos de trabajo sin titular de naturaleza funcionarial
se proveerán de forma ordinaria por convocatoria pública, a través de los sistemas de concurso o de libre
designación, de acuerdo con lo que figure en la relación de puestos de trabajo, y con respeto a los princi-
pios de igualdad, mérito y capacidad.

Concurso.- El concurso constituye el procedimiento normal de provisión de puestos de trabajo y consiste en
la comprobación y valoración por órganos colegiados de carácter técnico, de los méritos y capacidades
y, en su caso, aptitudes, que constituyen las competencias profesionales de las personas candidatas para
el desempeño de los mismos, conforme a las bases establecidas en la correspondiente convocatoria.
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TEMA	10.‐	LA	LEY	ORGÁNICA	6/2001,	DE	UNIVERSIDADES	(I).	NATURALEZA
JURÍDICA	DE	LAS	UNIVERSIDADES.	CREACIÓN	DE	LAS	UNIVERSIDADES

PÚBLICAS.	ESTRUCTURA	DE	LAS	UNIVERSIDADES	PÚBLICAS.

1.‐	LA	LEY	ORGÁNICA	DE	UNIVERSIDADES

1.1.‐	INTRODUCCIÓN

La	Ley	Orgánica	6/2001,	de	21	de	diciembre,	de	Universidades,	sustituyó	a	la	Ley	Orgánica	11/1983,	de	25
de	agosto,	de	Reforma	Universitaria,	que	se	dictó	en	su	momento	en	desarrollo	de	lo	dispuesto	en	el	art.
27.10	de	la	Constitución,	al	reconocer	la	autonomía	de	las	Universidades	en	los	términos	que	la	ley	establez‐
ca.

La	Ley	Orgánica	6/2001	nació	con	el	propósito	de	impulsar	la	acción	de	la	Administración	General	del	Estado
en	la	vertebración	y	cohesión	del	sistema	universitario,	de	profundizar	las	competencias	de	las	Comunidades
Autónomas	en	materia	de	enseñanza	superior,	de	incrementar	el	grado	de	autonomía	de	las	Universidades,
y	de	establecer	los	cauces	necesarios	para	fortalecer	las	relaciones	y	vinculaciones	recíprocas	entre	Universi‐
dad	y	sociedad.

Es	una	Ley	de	la	sociedad	para	la	Universidad,	en	la	que	ambas	dispondrán	de	los	mecanismos	adecuados
para	intensificar	su	necesaria	y	fructífera	colaboración.	Constituye	así	el	marco	adecuado	para	vincular	la
autonomía	universitaria	con	la	rendición	de	cuentas	a	la	sociedad	que	la	impulsa	y	la	financia.	Y	es	el	escena‐
rio	normativo	idóneo	para	que	la	Universidad	responda	a	la	sociedad,	potenciando	la	formación	e	investiga‐
ción	de	excelencia,	tan	necesarias	en	un	espacio	universitario	español	y	europeo	que	confía	en	su	capital
humano	como	motor	de	su	desarrollo	cultural,	político,	económico	y	social.

La	Ley	articula	los	distintos	niveles	competenciales,	los	de	las	Universidades,	las	Comunidades	Autónomas
y	la	Administración	General	del	Estado.	Diseña	un	mayor	autogobierno	de	las	Universidades	y	supone	un
incremento	del	compromiso	de	las	CC.AA.,	lo	que	implica	para	las	primeras	una	mayor	eficiencia	en	el	uso
de	los	recursos	públicos	y	nuevas	atribuciones	de	coordinación	y	gestión	para	las	segundas.	Esto	implica
dotar	de	nuevas	competencias	a	las	Universidades	y	a	las	Comunidades	Autónomas	respecto	a	la	anterior
legislación,	con	el	objetivo	de	plasmar	en	el	texto	de	forma	inequívoca	la	confianza	de	la	sociedad	en	sus
Universidades	y	la	responsabilidad	de	éstas	ante	sus	respectivas	Administraciones	educativas.

También	es	objetivo	irrenunciable	de	la	Ley	la	mejora	de	la	calidad	del	sistema	universitario	en	su	conjunto
y	en	todas	y	cada	una	de	sus	vertientes.	Se	profundiza,	por	tanto,	en	la	cultura	de	la	evaluación	mediante	la
creación	de	la	Agencia	Nacional	de	Evaluación	de	la	Calidad	y	Acreditación	y	se	establecen	nuevos	mecanis‐
mos	para	el	fomento	de	la	excelencia:	mejorar	la	calidad	de	la	docencia	y	la	investigación,	a	través	de	un
nuevo	sistema	objetivo	y	transparente,	que	garantice	el	mérito	y	la	capacidad	en	la	selección	y	el	acceso	del
profesorado,	y	mejorar,	asimismo,	la	calidad	de	la	gestión,	mediante	procedimientos	que	permitirán	resolver
con	agilidad	y	eficacia	las	cuestiones	de	coordinación	y	administración	de	la	Universidad.
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TEMA	11.‐	LA	LEY	ORGÁNICA	6/2001,	DE	UNIVERSIDADES	(II).	ÓRGANOS
DE	GOBIERNO	Y	REPRESENTACIÓN	DE	LAS	UNIVERSIDADES	PÚBLICAS.

ÓRGANOS	COLEGIADOS	Y	UNIPERSONALES.

1.‐	EL	GOBIERNO	Y	REPRESENTACIÓN	DE	LAS	UNIVERSIDADES	PÚBLICAS

Órganos	de	gobierno	y	representación	de	las	Universidades	públicas.‐	Los	estatutos	de	las	universidades
públicas	establecerán,	al	menos,	los	siguientes	órganos:

a)	Colegiados:	Consejo	Social,	Consejo	de	Gobierno,	Claustro	Universitario,	Juntas	de	Escuela	y	Facul‐
tad	y	Consejos	de	Departamento.

b)	Unipersonales:	Rector	o	Rectora,	Vicerrectores	o	Vicerrectoras,	Secretario	o	Secretaria	General,
Gerente,	Decanos	o	Decanas	de	Facultades,	Directores	o	Directoras	de	Escuelas,	de	Departamentos
y	de	Institutos	Universitarios	de	Investigación.

La	elección	de	los	representantes	de	los	distintos	sectores	de	la	comunidad	universitaria	en	el	Claustro
Universitario,	en	las	Juntas	de	Facultad	o	Escuela	y	en	los	Consejos	de	Departamento	se	realizará	median‐
te	sufragio	universal,	libre,	igual,	directo	y	secreto,	en	cada	uno	de	ellos.

Los	estatutos	establecerán	las	normas	electorales	aplicables,	las	cuales	deberán	propiciar	en	los	órganos
colegiados	la	presencia	equilibrada	entre	mujeres	y	hombres.

Consejo	Social.‐	El	Consejo	Social	es	el	órgano	de	participación	de	la	sociedad	en	la	universidad,	y	debe
ejercer	como	elemento	de	interrelación	entre	la	sociedad	y	la	universidad.

Corresponde	al	Consejo	Social	la	supervisión	de	las	actividades	de	carácter	económico	de	la	universidad
y	del	rendimiento	de	sus	servicios	y	promover	la	colaboración	de	la	sociedad	en	la	financiación	de	la
universidad.	A	tal	fin,	aprobará	un	plan	anual	de	actuaciones	destinado	a	promover	las	relaciones	entre
la	universidad	y	su	entorno	cultural,	profesional,	económico	y	social	al	servicio	de	la	calidad	de	la	activi‐
dad	universitaria.	Los	consejos	sociales	podrán	disponer	de	la	oportuna	información	y	asesoramiento
de	los	órganos	de	evaluación	de	las	Comunidades	Autónomas	y	de	la	Agencia	Nacional	de	Evaluación	de
la	Calidad	y	Acreditación	(ANECA).

Asimismo,	le	corresponde	la	aprobación	del	presupuesto	y	de	la	programación	plurianual	de	la	Universi‐
dad,	a	propuesta	del	Consejo	de	Gobierno.	Además,	con	carácter	previo	al	 trámite	de	rendición	de
cuentas	ante	el	órgano	de	 fiscalización	de	cuentas	de	 la	Comunidad	Autónoma	(sin	perjuicio	de	 las
competencias	del	Tribunal	de	Cuentas),	le	corresponde	aprobar	las	cuentas	anuales	de	la	Universidad
y	las	de	las	entidades	que	de	ella	puedan	depender	y	sin	perjuicio	de	la	legislación	mercantil	u	otra	a	las
que	dichas	entidades	puedan	estar	sometidas	en	función	de	su	personalidad	jurídica.
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TEMA	12.‐	LA	LEY	ORGÁNICA	6/2001,	DE	UNIVERSIDADES	(III).	EL	PROFESORADO.

El	personal	docente	e	investigador	de	las	Universidades	públicas	estará	compuesto	de	funcionarios	de	los
cuerpos	docentes	universitarios	y	de	personal	contratado.

1.‐	EL	PERSONAL	DOCENTE	E	INVESTIGADOR	CONTRATADO

Normas	generales.‐	Las	universidades	podrán	contratar	personal	docente	e	investigador	en	régimen	laboral,
a	través	de	las	modalidades	de	contratación	laboral	específicas	del	ámbito	universitario	que	se	regulan
en	la	LOU	o	mediante	las	modalidades	previstas	en	el	Estatuto	de	los	Trabajadores	para	la	sustitución
de	trabajadores	con	derecho	a	reserva	del	puesto	de	trabajo.	También	podrán	contratar	personal	investi‐
gador,	técnico	u	otro	personal,	a	través	del	contrato	de	trabajo	por	obra	o	servicio	determinado,	para	el
desarrollo	de	proyectos	de	investigación	científica	o	técnica.	Asimismo,	las	universidades	podrán	nom‐
brar	profesoras	y	profesores	eméritos	en	las	condiciones	previstas	en	la	LOU.

Las	modalidades	de	contratación	laboral	específicas	del	ámbito	universitario	son	las	que	se	correspon‐
den	 con	 las	 figuras	de	Ayudante,	Profesor	Ayudante	Doctor,	Profesor	Contratado	Doctor,	Profesor
Asociado	y	Profesor	Visitante.

El	régimen	de	las	indicadas	modalidades	de	contratación	laboral	será	el	que	se	establece	en	la	LOU	y	en
sus	normas	de	desarrollo;	supletoriamente,	será	de	aplicación	lo	dispuesto	en	el	Estatuto	de	los	Trabaja‐
dores	y	en	sus	normas	de	desarrollo.

La	contratación	de	personal	docente	e	 investigador,	excepto	 la	figura	de	Profesor	Visitante,	se	hará
mediante	concurso	público,	al	que	se	dará	la	necesaria	publicidad	y	cuya	convocatoria	será	comunicada
con	la	suficiente	antelación	al	Consejo	de	Universidades	para	su	difusión	en	todas	ellas.	La	selección	se
efectuará	con	respeto	a	los	principios	constitucionales	de	igualdad,	mérito	y	capacidad.	Se	considerará
mérito	preferente	estar	acreditado	o	acreditada	para	participar	en	los	concursos	de	acceso	a	los	cuerpos
docentes	universitarios.

Asimismo	podrán	contratar	personal	 investigador	conforme	a	 lo	previsto	en	 la	Ley	14/2011,	de	 la
Ciencia,	la	Tecnología	y	la	Innovación.

El	personal	docente	e	investigador	contratado,	computado	en	equivalencias	a	tiempo	completo,	no	podrá
superar	el	49%	del	total	de	personal	docente	e	investigador	de	la	universidad.	No	se	computará	como
profesorado	contratado	a	quienes	no	impartan	docencia	en	las	enseñanzas	conducentes	a	la	obtención
de	 los	Títulos	oficiales	así	como	al	personal	propio	de	 los	 institutos	de	 investigación	adscritos	a	 la
universidad	y	de	las	escuelas	de	doctorado.

El	personal	docente	e	investigador	con	contrato	laboral	temporal	no	podrá	superar	el	40%	de	la	plantilla
docente.
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TEMA	13.‐	LOS	ESTATUTOS	DE	LA	UNIVERSITAT	DE	VALENCIA	(I).
ESTRUCTURA:	CENTROS,	ESCUELAS,	DEPARTAMENTOS,	SERVICIOS	GENERALES.

1.‐	INTRODUCCIÓN

El	Claustro	de	la	Universitat	de	València,	en	sesión	de	23	de	octubre	de	2003,	aprobó	la	propuesta	de	Estatu‐
tos	de	la	Universitat.

El	día	2	de	abril	de	2004,	el	Consejo	de	la	Generalitat	remitió	el	acuerdo	por	el	que	se	formularon	inconve‐
nientes	de	legalidad	a	la	propuesta	de	Estatutos	de	la	Universitat.

En	sesión	del	día	27	de	mayo	de	2004,	el	Claustro	aprobó	la	incorporación	de	una	parte	de	las	objeciones	y
la	no	admisión	de	otras.

Por	Decreto	128/2004,	de	30	de	julio,	del	Consejo	de	la	Generalitat	aprobó	los	Estatutos	de	la	Universitat
de	València	(Estudi	General),	que	fueron	publicados	en	el	DOGV	[2004/8213],	fecha	3	de	agosto	de	2004	y
en	los	que	se	introdujeron	diversas	modificaciones	sobre	el	texto	que	envió	el	Claustro,	modificaciones	que
fueron	objeto	de	recurso	contencioso‐administrativo	presentado	por	nuestra	Universitat.

Por	Sentencia	del	Tribunal	Superior	de	Justicia	de	la	Comunidad	Valenciana	de	fecha	18	de	octubre	de	2005,
se	estima	parcialmente	el	recurso	interpuesto	contra	el	Decreto	del	Consell	128/2004	por	el	que	se	aprueban
los	Estatutos.	Se	presenta	recurso	de	casación	contra	la	citada	Sentencia	del	Tribunal	Superior	de	Justicia
de	la	Comunidad	Valenciana,	el	9	de	noviembre	de	2005.	Por	Sentencia	del	Tribunal	Supremo	de	fecha	13
de	octubre	de	2008	se	desestima	el	recurso	de	casación	contra	la	Sentencia	anterior.

Por	Decreto	45/2013,	de	28	de	marzo,	del	Consell,	se	modifican	los	Estatutos	de	la	Universitat	de	Valè‐
ncia‐Estudi	General,	aprobados	por	el	Decreto	128/2004,	de	30	de	julio,	del	Consell.	Afecta,	con	una	nueva
redacción,	a	los	artículos	14,	15,	16,	17,	19,	21,	25,	28,	30,	31,	32,	36,	38,	43,	47,	48,	53,	58,	59,	60,	61,	65,	69,
81,	82,	83,	88,	101,	106,	108,	109,	110,	111,	114,	121,	123,	124,	126,	131,	134,	137,	138,	140,	141,	143,	149,
151,	152,	153,	154,	155,	156,	157,	160,	162,	163,	164,	165,	166,	167,	168,	169,	174,	179,	184,	190,	196,	199,
201,	205,	206	y	240;	la	inclusión	de	los	artículos	241	bis	y	241	ter;	la	modificación	de	las	siguientes	rúbricas:
del	capítulo	segundo	del	título	primero,	de	la	sección	primera	del	capítulo	segundo	del	título	primero,	de	la
sección	cuarta	del	capítulo	segundo	del	título	primero,	de	la	sección	segunda	del	capítulo	primero	del	título
tercero,	de	 la	sección	segunda	del	capítulo	primero	del	 título	cuarto,	de	 la	sección	 tercera	del	capítulo
primero	del	título	cuarto,	de	la	sección	cuarta	del	capítulo	primero	del	título	cuarto,	del	capítulo	quinto	del
título	sexto,	de	la	sección	primera	del	capítulo	quinto	del	título	sexto	y	de	la	sección	segunda	del	capítulo
quinto	del	título	sexto;	la	modificación	de	las	disposiciones	adicionales	quinta,	octava,	décima	y	undécima,
de	la	disposición	transitoria	cuarta	y	de	la	disposición	final;	y	la	inclusión	de	las	disposiciones	adicionales
decimocuarta	y	decimoquinta	y	de	las	disposiciones	transitorias	decimosexta	y	decimoséptima.
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TEMA	14.‐	LOS	ESTATUTOS	DE	LA	UNIVERSITAT	DE	VALENCIA	(II).	ÓRGANOS
UNIPERSONALES	DE	GOBIERNO:	EL	RECTOR,	LOS	VICERRECTORES,

LOS	DECANOS,	LOS	DIRECTORES	DE	DEPARTAMENTO.

1.‐	EL	RECTOR	O	LA	RECTORA

NATURALEZA.‐	El	rector	o	 la	rectora	es	 la	máxima	autoridad	de	 la	Universitat	de	València.	Ostenta	su
representación,	ejerce	su	gobierno,	dirige	su	gestión	y	es	responsable	ante	el	Claustro,	con	arreglo	a	la
ley	y	a	estos	Estatutos.

COMPETENCIAS.‐	Corresponden	al	rector	o	la	rectora	las	siguientes	competencias:

a)	Representar	a	la	Universitat,	sin	perjuicio	de	su	deber	de	recabar	autorización	si	la	competencia
corresponde	a	otro	órgano	de	la	Universitat.

b)	Presidir	todos	los	actos	de	la	Universitat	de	València	a	los	que	asista,	sin	perjuicio	de	las	preceden‐
cias	legalmente	establecidas.

c)	Investir	a	los	doctores	y	las	doctoras	honoris	causa	e	imponer	la	medalla	de	la	Universitat.

d)	Suscribir	y	denunciar	convenios	de	colaboración	y	cooperación	con	otras	universidades,	adminis‐
traciones,	personas	físicas	o	jurídicas,	públicas	o	privadas.

e)	Acordar	y	dar	el	visto	bueno	a	la	convocatoria	del	Claustro,	del	Consejo	de	Gobierno	y	de	la	Junta
Consultiva,	aprobar	el	orden	del	día	y	presidir	sus	reuniones.

f)	Ejecutar	los	acuerdos	de	los	órganos	mencionados	en	el	apartado	anterior	y	del	Consejo	Social,	y
ordenar	y	supervisar	su	ejecución	en	caso	de	que	correspondiera	a	otros	órganos	de	la	Universitat,
con	avocación	de	las	competencias	si	resultara	necesario	para	garantizar	el	cumplimiento	de	los
acuerdos.

g)	Determinar	el	número,	denominación	y	competencias	de	los	vicerrectorados.

h)	Designar,	nombrar	y	cesar	a	 los	vicerrectores	y	 las	vicerrectoras,	al	secretario	o	 la	secretaria
general,	a	los	vicesecretarios	y	las	vicesecretarias	y	a	los	vicegerentes	y	las	vicegerentas,	si	los	hubie‐
re,	y	en	general	a	todos	los	cargos	de	libre	designación.

i)	Nombrar	y	revocar	al	gerente	o	la	gerenta,	según	la	legislación	vigente.

j)	Nombrar	a	los	titulares	de	los	órganos	unipersonales	de	la	Universitat	y	a	los	de	los	órganos	colegia‐
dos	que	deban	ser	designados	por	él.
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TEMA	15.‐	LOS	ESTATUTOS	DE	LA	UNIVERSITAT	DE	VALENCIA	(III).	ÓRGANOS
COLEGIADOS	DE	GOBIERNO:	EL	CONSEJO	DE	GOBIERNO.	LAS	JUNTAS	DE

FACULTAD	O	ESCUELA.	EL	CONSEJO	DE	DEPARTAMENTO.	EL	CONSEJO	SOCIAL
	LA	SINDICATURA	UNIVERSITÀRIA	DE	GREUGES:	FUNCIONES	Y	COMPETENCIAS.

1.‐	EL	CONSEJO	DE	GOBIERNO

NATURALEZA.‐	El	Consejo	de	Gobierno	es	el	órgano	colegiado	de	gobierno	de	la	Universitat	de	València	y,
como	tal,	desarrolla	las	líneas	generales	de	política	universitaria	aprobadas	por	el	Claustro,	ejerce	la
potestad	reglamentaria	no	reservada	a	otros	órganos	de	 la	Universitat,	así	como	 las	potestades	de
propuesta,	de	informe	y	de	resolución	que	le	atribuyen	estos	Estatutos	y	otras	disposiciones	aplicables,
y	asiste	al	rector	o	la	rectora	en	todos	los	asuntos	de	su	competencia.

COMPOSICIÓN.‐	El	Consejo	de	Gobierno	está	formado:

1.	Por	el	rector	o	la	rectora,	que	lo	preside,	el	secretario	o	la	secretaria	general,	que	lo	es	también	del
Consejo,	y	el	gerente	o	la	gerenta.

2.	Por	15	miembros	de	la	propia	comunidad	universitaria	designados	por	el	rector	o	la	rectora,	en	los
que	se	ha	de	incluir	necesariamente	a	los	vicerrectores	y	las	vicerrectoras.

3.	Por	20	miembros	del	Claustro	elegidos	por	el	mismo	entre	 las	representaciones	de	sus	distintos
sectores	en	los	números	siguientes:

a)	Nueve	en	representación	del	profesorado	doctor	con	vinculación	permanente.
b)	Dos	en	representación	del	profesorado	no	doctor	o	sin	vinculación	permanente.
c)	Uno	en	representación	del	personal	investigador	en	formación.
d)	Tres	en	representación	del	personal	de	administración	y	servicios.
e)	Cinco	en	representación	de	los	y	las	estudiantes.

4.	Por	15	representantes	de	los	decanos,	las	decanas,	los	directores	y	las	directoras	de	centros,	institutos
universitarios	de	investigación	y	departamentos,	distribuidos	de	la	siguiente	forma:

a)	Once	representantes	de	los	decanos,	las	decanas,	los	directores	y	las	directoras	de	escuela.
b)	Tres	representantes	de	los	directores	y	las	directoras	de	departamento.
c)	Un	representante	de	los	directores	y	las	directoras	de	institutos	universitarios	de	investigación.

5.	Por	tres	miembros	del	Consejo	Social	no	pertenecientes	a	la	propia	comunidad	universitaria.

6.	El	mandato	de	los	miembros	del	Consejo	a	que	se	refieren	los	puntos	3	y	4	es	de	dos	años,	salvo	el
mandato	de	los	y	las	estudiantes,	que	tendrá	la	duración	establecida	en	el	reglamento	electoral	general
previsto	en	estos	estatutos.
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TEMA	16.‐	LEY	ORGÁNICA	3/2007,	PARA
LA	IGUALDAD	EFECTIVA	DE	MUJERES	Y	HOMBRES.

1.‐	LA	LEY	ORGÁNICA	DE	IGUALDAD

1.1.‐	ASPECTOS	GENERALES	DE	LA	LEY

•	La	Ley	Orgánica	3/2007,	de	22	de	marzo,	para	la	igualdad	efectiva	de	mujeres	y	hombres,	tiene	como
finalidad	alcanzar	la	igualdad	real	y	efectiva	entre	mujeres	y	hombres	y	la	eliminación	de	toda	discrimi‐
nación	por	razón	de	sexo,	en	particular	la	que	afecta	a	las	mujeres.

•	Reconoce	expresamente	a	todas	las	personas	el	disfrute	de	los	derechos	derivados	del	principio	de
igualdad	de	trato	y	de	la	prohibición	de	discriminación	por	razón	de	sexo.

•	Obliga	por	igual	a	todas	las	personas	físicas	y	jurídicas	que	se	encuentren	o	actúen	en	territorio	espa‐
ñol,	con	independencia	de	cuál	sea	su	nacionalidad,	domicilio	o	residencia.

•	La	ordenación	general	de	las	políticas	públicas,	bajo	la	óptica	del	principio	de	igualdad	y	la	perspectiva
de	género,	se	plasma	en	el	establecimiento	de	pautas	favorecedoras	de	la	igualdad	en	políticas	como	la
educativa,	la	sanitaria,	la	artística	y	cultural,	de	la	información,	de	desarrollo	rural	o	de	vivienda,	deporte,
cultura,	ordenación	del	territorio	o	de	cooperación	internacional	para	el	desarrollo.

•	El	sistema	educativo	incluirá	entre	sus	fines	la	educación	en	el	respeto	de	los	derechos	y	libertades
fundamentales	y	en	la	igualdad	de	derechos	y	oportunidades	entre	mujeres	y	hombres.

•	Define	los	conceptos	y	categorías	básicas	relativas	a	la	igualdad:	el	principio	de	igualdad	de	trato	entre
mujeres	y	hombres,	discriminación	directa	e	indirecta	por	razón	de	sexo,	y	acciones	positivas	por	parte
de	los	Poderes	Públicos	para	corregir	situaciones	de	desigualdad.

•	Legitima	a	las	instituciones	públicas	con	competencias	en	materia	de	mujer	y	a	las	organizaciones	para
la	defensa	de	los	derechos	de	igualdad	entre	mujeres	y	hombres,	para	actuar	en	determinados	procedi‐
mientos	judiciales.

•Las	políticas	de	empleo	tendrán	como	uno	de	sus	objetivos	prioritarios	aumentar	la	participación	de
las	mujeres	en	el	mercado	de	trabajo	y	avanzar	en	la	igualdad	efectiva	entre	mujeres	y	hombres.

•	Establece	un	marco	general	para	la	adopción	de	las	llamadas	acciones	positivas	que	permitan	alcanzar
la	igualdad	real	y	efectiva	entre	mujeres	y	hombres.

•	Incorpora	un	importante	conjunto	de	medidas	para	eliminar	y	corregir	la	desigualdad	en	los	distintos
ámbitos	de	la	realidad	social,	cultural	y	artística	y	para	el	fomento	de	la	igualdad.
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TEMA	17.‐	LEY	31/1995,	DE	PREVENCIÓN	DE	RIESGOS	LABORALES.

INTRODUCCIÓN

El	artículo	40.2	de	la	Constitución	Española	encomienda	a	los	poderes	públicos,	como	uno	de	los	principios
rectores	de	 la	política	social	y	económica,	velar	por	 la	seguridad	e	higiene	en	el	 trabajo.	Este	mandato
constitucional	conlleva	la	necesidad	de	desarrollar	una	política	de	protección	de	la	salud	de	los	trabajadores
mediante	 la	prevención	de	 los	riesgos	derivados	de	su	trabajo	y	encuentra	en	 la	Ley	de	Prevención	de
Riesgos	Laborales	su	pilar	fundamental.	En	la	misma	se	configura	el	marco	general	en	el	que	habrán	de
desarrollarse	las	distintas	acciones	preventivas,	en	coherencia	con	las	decisiones	de	la	Unión	Europea	que
ha	expresado	su	ambición	de	mejorar	progresivamente	 las	condiciones	de	 trabajo	y	de	conseguir	este
objetivo	de	progreso	con	una	armonización	paulatina	de	esas	condiciones	en	los	diferentes	países	europeos.

De	 la	presencia	de	España	en	 la	Unión	Europea	se	deriva,	por	consiguiente,	 la	necesidad	de	armonizar
nuestra	política	con	la	naciente	política	comunitaria	en	esta	materia,	preocupada,	cada	vez	en	mayor	medida,
por	el	estudio	y	tratamiento	de	la	prevención	de	los	riesgos	derivados	del	trabajo.	Buena	prueba	de	ello	fue
la	modificación	del	Tratado	constitutivo	de	la	Comunidad	Económica	Europea	por	la	llamada	Acta	Única,	a
tenor	de	cuyo	artículo	118	A)	los	Estados	miembros	vienen,	desde	su	entrada	en	vigor,	promoviendo	la
mejora	del	medio	de	trabajo	para	conseguir	el	objetivo	antes	citado	de	armonización	en	el	progreso	de	las
condiciones	de	seguridad	y	salud	de	los	trabajadores.	Este	objetivo	se	ha	visto	reforzado	en	el	Tratado	de
la	Unión	Europea	mediante	el	procedimiento	que	en	el	mismo	se	contempla	para	la	adopción,	a	través	de
Directivas,	de	disposiciones	mínimas	que	habrán	de	aplicarse	progresivamente.

Consecuencia	de	todo	ello	ha	sido	la	creación	de	un	acervo	jurídico	europeo	sobre	protección	de	la	salud	de
los	 trabajadores	en	el	 trabajo.	De	 las	Directivas	que	 lo	 configuran,	 la	más	 significativa	es,	 sin	duda,	 la
89/391/CEE,	relativa	a	la	aplicación	de	las	medidas	para	promover	la	mejora	de	la	seguridad	y	de	la	salud
de	 los	 trabajadores	en	el	 trabajo,	que	contiene	el	marco	 jurídico	general	en	el	que	opera	 la	política	de
prevención	comunitaria.

La	Ley	31/1995,	de	8	de	noviembre,	de	Prevención	de	Riesgos	Laborales	(en	adelante	LPRL)	transpone	al
Derecho	español	 la	citada	Directiva,	al	tiempo	que	 incorpora	al	que	será	nuestro	cuerpo	básico	en	esta
materia	disposiciones	de	otras	Directivas	cuya	materia	exige	o	aconseja	la	transposición	en	una	norma	de
rango	legal,	como	son	las	Directivas	92/85/CEE,	94/33/CEE	y	91/383/CEE,	relativas	a	la	protección	de	la
maternidad	y	de	los	jóvenes	y	al	tratamiento	de	las	relaciones	de	trabajo	temporales,	de	duración	determina‐
da	y	en	empresas	de	trabajo	temporal.	Así	pues,	el	mandato	constitucional	contenido	en	el	artículo	40.2	de
nuestra	ley	de	leyes	y	la	comunidad	jurídica	establecida	por	la	Unión	Europea	en	esta	materia	configuran	el
soporte	básico	en	que	se	asienta	 la	LPRL.	Junto	a	ello,	 los	compromisos	contraídos	con	 la	Organización
Internacional	del	Trabajo	a	partir	de	la	ratificación	del	Convenio	155,	sobre	seguridad	y	salud	de	los	trabaja‐
dores	y	medio	ambiente	de	trabajo,	enriquecen	el	contenido	del	texto	legal	al	incorporar	sus	prescripciones
y	darles	el	rango	legal	adecuado	dentro	de	nuestro	sistema	jurídico.
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TEMA	18.‐	WORD	2016	(I):	CREAR,	ABRIR	Y	GUARDAR	UN	DOCUMENTO.
EDICIÓN	BÁSICA:	SELECCIONAR.	ELIMINAR,	DESHACER	Y	REHACER.	COPIAR,

CORTAR	Y	PEGAR.	BUSCAR	Y	REEMPLAZAR.	FORMATO,	CARÁCTER
Y	PÁRRAFO.	DISEÑO	DE	PÁGINA.	IMPRESIÓN.

INTRODUCCIÓN

Existen distintos tipos de programas informáticos capaces de manipular texto. Según las posibilidades de
cada uno de ellos y del sector al que van dirigidos, se pueden distinguir los siguientes:

• Editor de Texto. Posee las operaciones elementales de almacenamiento, edición e impresión, pero sin
poder manipular el texto con distintos formatos. Los textos que generan son textos sin formato, en
código ASCII	y están destinados a los programadores o a la toma de notas de forma rápida. Dentro de este
grupo destaca el BLOC	DE	NOTAS	de Windows.

• Procesador de Texto. Es capaz de dotar a los textos de distintos formatos y posee infinidad de operacio-
nes: inserción de gráficos, tablas, diseño de páginas, entre otras. Son los más utilizados en oficinas y por
el usuario medio, entre ellos podemos citar los siguientes: Microsoft	Word,	WordPerfect,	Open	Office	o	MS
Wordpad, este último incorporado en el propio sistema operativo Windows.

• Autoedición. Programa superior al procesador de texto que permite el diseño completo de páginas para
periódicos o revistas. Se podrían citar los siguientes: PageMaker, QuarkXPress, etc.

Word es un potente procesador de textos y de creación de documentos que
ofrece la capacidad de crear y compartir documentos mediante la combinación
de un conjunto completo de herramientas de escritura con una interfaz de fácil
utilización, a partir de estilos y componentes predefinidos.

Fue desarrollado por Microsoft, y está integrado en la suite ofimática Microsoft
Office, que incluye los siguientes componentes en su pack completo:

• Microsoft Word (procesador de texto)
• Microsoft Excel (planilla de cálculo/hoja de cálculo)
• Microsoft PowerPoint (programa de presentaciones de diapositivas)
• Microsoft Access (programa de bases de datos)
• Microsoft Outlook (agenda y cliente de correo electrónico y cuentas software)
• Microsoft Publisher (editor para crear varios tipos de publicaciones como tarjetas, pancartas, etc.)
• Microsoft InfoPath (Editor y creador de documentos XML)
• Microsoft OneNote (gestionar texto en ordenadores portátiles, de escritorio o Tablet PC)
• Microsoft Project (gestor de proyectos)
• Microsoft Visio (Editor de diagramas)
• Microsoft Groove (Estación de grupo de trabajo)
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TEMA	19.‐	WORD	2016	(II):	INSERTAR	TABLAS,	ENCABEZADO
Y	PIE	DE	PÁGINA.	IMÁGENES,	IMÁGENES	EN	LÍNEA	Y	FORMAS.

1.‐	LA	FUNCIÓN	“INSERTAR”

Las	posibilidades	de	la	función	INSERTAR	se	despliegan	pinchando	en	el	menú	superior	de	Word	2016:

Nos	ofrecerá	las	siguientes	posibilidades	de	inserción	en	el	documento	de	trabajo:
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TEMA	20.‐	WORD	2016	(III):	COMBINACIÓN	DE	CORRESPONDENCIA.
REVISIÓN,	ORTOGRAFÍA	Y	GRAMÁTICA.

1.‐	COMBINACIÓN	DE	CORRESPONDENCIA

La	combinación	de	correspondencia	con	Word	2016	se	realiza	a	través	de	diversos	pasos:

1.–	Iniciar	el	Asistente	para	Combinar	Correspondencia:	Hacer	clic	en	la	pestaña	Correspondencia,	luego
hacer	clic	en	botón	Iniciar	combinación	de	correspondencia	y	seleccionar	Paso	a	paso	por	el	Asistente	para
combinar	correspondencia.

2.–	Seleccionar	un	Tipo	de	Documento:	En	el	panel	Combinar	correspondencia,	seleccionar	un	 tipo	de
documento	y	hacer	clic	en	Siguiente.




